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Resumen ejecutivo

Tesis
La Declaración de Principios y el Plan de Acción de Miami piden acciones para el logro de varios objetivos sociales muy deseables, que a su vez se deben lograr como resultado de políticas públicas. Estos objetivos, según se plantean en la Declaración, son:

1.
Fomento de la prosperidad para todos los pueblos de las Américas.

2.
Fortalecimiento de los valores e instituciones democráticos.

3.
Preservación de la seguridad del hemisferio.

4.
Mantenimiento de la paz.

5.
Respeto de los derechos humanos y el estado de derecho.

6.
Respeto de los derechos de las minorías y eliminación de la discriminación por motivos de raza, sexo, nacionalidad de origen o religión.

7.
Promoción y defensa de los regímenes democráticos constitucionales.

8.
Eliminación de la corrupción y del tráfico de substancias ilícitas en el hemisferio.

9.
Participación en las actividades políticas, económicas y sociales, de conformidad con la legislación de cada país.

10.
Logro de una mayor justicia social para todos nuestros pueblos mediante el mejoramiento del acceso a la educación de calidad y a la atención primaria en materia de salud.

11.
Erradicación de la pobreza extrema.

12.
Mejoramiento de los ingresos, los salarios y las condiciones de trabajo de todos nuestros pueblos.

13.
Fortalecimiento del papel de la mujer en todos los aspectos de la vida política, social y económica.

14. Protección y preservación del medio ambiente y en especial los ecosistemas amenazados en el continente.

Los anteriores objetivos, según se establecen en la Declaración de Miami, son todos loables. No obstante, no hay ni una sola propuesta política substancial que los respalde según se presentan en la literatura del ALCA a disposición del público a través del Internet, incluyendo el proceso que se dilucida en la Declaración de San José.
 En el contexto del ALCA propuesto son palabras vacías, sin substancia ni significado, puesto que la Declaración de Miami usa los términos como palabras de moda pero sin sentido para defender una política de apertura comercial a expensas de los objetivos declarados. Las suposiciones de la Declaración de Miami son tan ridículas que parecen simplistas: que el comercio por sí mismo va a lograr que se cumplan estos 14 objetivos sin que exista ninguna política multilateral o gubernamental específica para alcanzarlos, y bajo los auspicios de un acuerdo secreto negociado a puerta cerrada sin la aprobación o vigilancia de las legislaturas nacionales. Los materiales de apoyo para el acuerdo propuesto, como el estudio del Banco Interamericano de Desarrollo, nombran varias constituciones de los estados miembros como barreras al comercio, incluyendo la constitución de Canadá, puesto que tiene prioridad sobre las leyes de Canadá, que se consideran meramente como reglamentarias de la inversión.

En este documento discutiremos los 14 objetivos mencionados con respecto al proceso que se describe en la Declaración de San José en comparación con los resultados de la apertura comercial a nivel global, citando ejemplos del impacto de la apertura comercial en diversas áreas políticas. Las opiniones de los expertos en comercio y política se citarán ampliamente para probar que la apertura comercial opera en oposición directa a los anteriormente mencionados 14 objetivos de políticas públicas. Se tomarán ejemplos de las experiencias reales de pueblos, gobiernos e instituciones que actualmente están enfrentando las consecuencias de la apertura comercial, en particular del TLCAN, en sus sociedades y vidas.

En nuestro documento se llega a la siguiente conclusión:

1.
La apertura comercial es, en casi todos sus sentidos, incompatible con los 14 objetivos políticos de la Declaración de Miami.

2.
Los gobiernos nacionales, provinciales (o estatales) y locales son los niveles apropiados para la ejecución de políticas reales para el cumplimiento de los objetivos de la Declaración de Miami, no el proceso que se describe en la Declaración de San José.
3.
La ejecución del ALCA propuesto tendría el efecto de crear una capa más de burocracia y gobierno por encima de los gobiernos nacionales, que no tendría que rendirle cuentas a nadie, con lo que las constituciones y protecciones civiles de cada país pasarían a volverse ineficaces, ya que dichas protecciones probablemente constituirían una “barrera al comercio”.

4.
El propuesto ALCA está en oposición directa a algunos de los artículos de la Declaración de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas.

5. Los jefes de gobierno participantes no están planteando con precisión sus objetivos políticos ante sus ciudadanos, con base en las conclusiones mencionadas, que es imposible no extraer dadas las experiencias citadas en este documento.

Nuestro documento concluye con las siguientes recomendaciones a los gobiernos:

1.
Que todas las negociaciones para un ALCA se suspendan de inmediato en espera del desarrollo político de un amplio consenso público respecto a los objetivos nacionales de cada uno de los países participantes en cada una de las áreas declaradas de política pública citadas en la Declaración de Miami.

2.
Que el texto de negociación del ALCA propuesto se ponga de inmediato a disposición del público en general en cada uno de los estados miembros de la OEA en inglés, español, francés, portugués y en los idiomas minoritarios donde resulte apropiado en Sudamérica, de manera que todos los pueblos verdaderamente conozcan lo que sus gobiernos están haciendo.

3.
Que los gobiernos aprueben como ley una declaración de soberanía como la propuesta Ley de Vigilancia del Comercio del Ciudadano de Canadá para restablecer de inmediato el control democrático parlamentario, legislativo y congresional sobre los acuerdos de comercio internacionales.

4.
Que los gobiernos de los estados miembros de la OEA instrumenten de inmediato el Impuesto Tobin sobre la inversión especulativa internacional.

5.
Que los gobiernos de los estados miembros de la OEA se comprometan a poner en práctica políticas nacionales que acerquen más a la realidad los objetivos establecidos en la Declaración de Miami para la amplia mayoría de los pueblos de las Américas, y que estos gobiernos establezcan un fondo para este fin con los montos que se recauden mediante el Impuesto Tobin.

� Página web del ALCA: www.ftaa-alca.org.


� Banco Interamericano de Desarrollo, Foreign Investment Regimes in the Americas: A Comparative Study, pág. 57.
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